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OPINIÓN N.º 063-2008/DOP
Entidad:

Municipalidad Provincial de Tumbes 
Asunto:

Trasgresión al Principio de presunción de veracidad
Referencia:

Carta N.º 029-2008/MPT-CEP-OBRAS
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Presidente del Comité Especial Permanente de Obras de la Municipalidad Provincial de Tumbes, en adelante la Entidad, consulta sobre la trasgresión al principio de presunción de veracidad.
2. CONSULTA Y ANÁLISIS

La Entidad formula literalmente la siguiente consulta:

¿“Se vulneraría el principio de veracidad si un postor presenta en su propuesta técnica documentos emitidos por una Persona Jurídica irregular”?
Sobre el particular, cabe mencionar lo siguiente:
2.1 En primer lugar, el numeral 1.7 del artículo IV del Título Preliminar
 y el artículo 42
 de la Ley N.º 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, en adelante la LPAG, consagran el principio de presunción de veracidad de los documentos y declaraciones juradas presentadas por los particulares durante un procedimiento administrativo. Ello implica que, en todo procedimiento administrativo, debe presumirse que los documentos presentados y las declaraciones formuladas por los administrados se encuentran conforme a lo prescrito por ley y responden a la verdad de los hechos que afirman. 
No obstante, la presunción de veracidad no tiene un carácter absoluto, toda vez que conforme a las normas citadas la sola existencia de una prueba en contra de lo afirmado en las declaraciones juradas o de lo indicado en los documentos presentados, obliga a la administración pública a apartarse de la referida presunción.
2.2 De otro lado, como contrapeso al principio de presunción de veracidad, el numeral 1.16 del artículo IV del Título Preliminar de la LPAG establece la vigencia del principio de controles posteriores
, según el cual, las Entidades deben privilegiar las técnicas de control posterior, en lugar de las técnicas de control preventivo, en los procedimientos que se desarrollan bajo su competencia. En tal sentido, la Administración tiene el derecho de comprobar, más adelante, la veracidad de los documentos presentados por los administrados en los procedimientos. 

Asimismo, el artículo 32° de la LPAG establece que mediante la fiscalización posterior la Entidad ante la cual se ha desarrollado el procedimiento administrativo, queda obligada a verificar la autenticidad de las declaraciones, documentación e información presentada mediante el sistema de muestreo.

En tal sentido, los documentos y declaraciones que se presenten durante la tramitación de un proceso de selección podrán ser sujetos de fiscalización posterior a fin de corroborar su veracidad y autenticidad.

2.3 De lo señalado en los párrafos precedentes se desprende que, en virtud del régimen administrativo general, los documentos y declaraciones presentados en un proceso de selección gozan de la presunción de veracidad, por lo que se presume la certeza de su contenido, salvo que exista prueba en contrario. 
En esa medida, tratándose de un procedimiento de selección sujeto a la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, sólo si existe prueba de que la información contenida en los documentos y/o declaraciones presentadas no corresponde a la verdad de los hechos, se desvirtuaría la presunción de veracidad, dando lugar a las acciones previstas en la Ley y en el Reglamento
. 
2.4 Ahora bien, respecto a las sociedades irregulares, el artículo 423º de la Ley          Nº 26887, Ley General de Sociedades, en adelante la LGS, señala que una sociedad tendrá la calidad de irregular cuando no se haya constituido e inscrito conforme a lo dispuesto por dicha norma o cuando se configure la situación de hecho que resulta de que dos o mas personas actúan de manera manifiesta en sociedad sin haberla constituido e inscrito. 
Como consecuencia de ello, el artículo 424º de la LGS dispone que aquellos administradores, representantes y, en general, quienes se presenten ante terceros actuando en nombre de la sociedad irregular son personal, solidaria e ilimitadamente responsables por la totalidad de actos jurídicos realizados desde que se produjo la irregularidad, así esta haya existido desde la constitución.

En tal sentido, se considera como irregular a aquella sociedad que no cumpla con las regulaciones establecidas por la LGS para su constitución e inscripción, cuyos representantes responden solidaria e ilimitadamente por los actos jurídicos producidos desde que se inicia la irregularidad. 

2.5 De lo expuesto se desprende que la sola condición de irregular por parte de una persona jurídica no implica la trasgresión del principio de presunción de veracidad de los documentos y declaraciones presentados, dado que dicha condición se debe al incumplimiento de las normas establecidas por la LGS para la constitución de sociedades y no la conducta ilícita del o los integrantes de la sociedad irregular.
3.
CONCLUSION

Los documentos y declaraciones juradas presentadas por una sociedad irregular no vulneran el principio de presunción de veracidad.

      Jesús María, 01 de setiembre de 2008

MVL/JVF
� Cabe señalar que de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM (en lo sucesivo la Ley), la Segunda Disposición Final de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM (en lo sucesivo el Reglamento), y el procedimiento 26 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF y modificado mediante Resolución Ministerial Nº 727-2007-EF/10, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.





� Numeral 1.7 del Artículo IV del Título Preliminar: “Principio de presunción de veracidad: En la tramitación del procedimiento administrativo, se presume que los documentos y declaraciones formulados por los administrados en la forma prescrita por esta Ley, responden a la verdad de los hechos que ellos afirman. Esta presunción admite prueba en contrario”. 





� Artículo 42º de la LPAG:


“42.1 Todas las declaraciones juradas, los documentos sucedáneos presentados y la información incluida en los escritos y formularios que presenten los administrados para la realización de procedimientos administrativos, se presumen verificados por quien hace uso de ellos, así como de contenido veraz para fines administrativos, salvo prueba en contrario…”. 





� “Principio de privilegio de controles posteriores: La tramitación de los procedimientos administrativos se sustentará en la aplicación de la fiscalización posterior; reservándose la autoridad administrativa, el derecho de comprobar la veracidad de la información presentada, el cumplimiento de la normatividad sustantiva y aplicar las sanciones pertinentes en caso que la información presentada no sea veraz”  (el resaltado es agregado).





� La presentación de un documento falso o inexacto durante la tramitación del proceso de selección trae como consecuencia la descalificación de la propuesta técnica o la declaratoria de nulidad de la buena pro, en caso dicha documentación haya sido otorgada por el ganador de la buena pro. No obstante, si dicha falsedad o inexactitud no es advertida sino hasta después de la suscripción del contrato o en ejecución de éste, la Entidad podrá declarar de oficio la nulidad de dicho contrato, conforme al artículo 57º de la Ley, concordado con el artículo 202º del Reglamento. 





